A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 13 de agosto de 2014, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Soria, Genoud, de Lázzari, Pettigiani, Kogan, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 118.145, "Harguinteguy, Francisco José y otros contra Fisco de la Provincia de Buenos Aires. Expropiación inversa".

A N T E C E D E N T E S


La Sala III de la Cámara Segunda de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de La Plata confirmó -en lo principal- la sentencia de primera instancia que había admitido la demanda de expropiación inversa y fijado la indemnización, elevando su monto (fs. 439).


Se interpuso, por la Fiscalía de Estado, recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (fs. 442/450).


Dictada la providencia de autos y encontrándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar la siguiente

C U E S T I Ó N 


¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I Ó N


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:


I. 1. Los señores Francisco José Harguinteguy y sus hijos Francisco José, Julio César y Mónica Susana Harguinteguy y Perrini, por medio de apoderado, iniciaron juicio de expropiación inversa contra la Provincia de Buenos Aires a raíz de que la ley 12.359 declaró de utilidad pública y sujetos a expropiación los inmuebles de propiedad de los actores, ubicados en la localidad de González Catán, partido de La Matanza, designados catastralmente como Circunscripción V, Polígono Q, Parcelas 603 y 604, inscripción de dominio al Folio 1670/57. Reclamaron la indemnización correspondiente y ofrecieron, entre otras pruebas, el expediente administrativo 2100-35.311/99 (fs. 17/20).


Corrido el traslado de ley, se presentó la Fiscalía de Estado oponiendo el abandono de la expropiación y contestando demanda en subsidio (fs. 131/137).


Se abrió el juicio a prueba, se fijó la audiencia del art. 32 de la ley 5708 y se dictó sentencia desestimando la defensa de abandono opuesta por la Fiscalía de Estado y admitiendo la demanda, estableció la indemnización expropiatoria. Finalmente, impuso las costas a la perdidosa (fs. 380/393).


Este pronunciamiento fue apelado por los actores (fs. 394) y por la demandada (fs. 405), presentando sus respectivos memoriales (fs. 413/417 vta.; 418/425 vta.).


2. La Cámara confirmó la sentencia de primera instancia que había desestimado la defensa de abandono de expropiación, aunque elevó el monto de la indemnización por el valor de la tierra, haciendo lugar, así, al agravio de los actores.


Para desestimar los planteos de la demandada por el rechazo de su defensa de abandono, encontró en el fundamento de la ley expropiatoria especial la finalidad de solucionar definitivamente la ocupación de los inmuebles, los que se hallaban habitados y habían adquirido continuidad urbana con el entorno y donde sus ocupantes eran familias de muy bajos recursos y con alto porcentaje de niños, diferenciándose del resto del barrio en que no podían obtener el dominio de la tierra que ocupaban (fs. 432 y vta.).


También apreció que en el texto de la norma se había establecido que las fracciones expropiadas serían adjudicadas en propiedad -a título oneroso y por venta directa- a sus actuales ocupantes con cargo de construir la vivienda familiar, y que a un organismo de aplicación de la ley, designado por el Poder Ejecutivo, se le iba a encomendar el contralor y ejecutividad de las adjudicaciones, actuando como coordinador entre las áreas administrativas provinciales y municipales y realizando la subdivisión de las parcelas. Agregó que también surgía de la norma que las mejoras en los inmuebles se presumían realizadas por sus ocupantes y que serían formalmente adjudicatarios sólo aquéllos que lo fueran por el plazo de dos años (fs. 432 vta.).


Tuvo en cuenta, además, que en el expediente administrativo 2100-35311/1999, agregado a la causa por la demandada, la Provincia había efectuado las tramitaciones tendientes a la previsión de las partidas presupuestarias para afrontar la indemnización a pagarse a los propietarios y se había realizado la tasación administrativa de los bienes (fs. 433).


Encontró, asimismo, que esa situación de hecho había sido comprobada al realizarse el reconocimiento judicial de los inmuebles en el año 2006, en presencia de uno de los actores y del perito ingeniero civil de la demandada, donde se había constatado la existencia de alumbrado público, servicio de energía eléctrica en las casas e instalación del servicio de gas y que la mayoría de los inmuebles eran construcciones "de material" (sic; fs. cit.).


También que de la pericia de ingeniería civil propuesta por la actora surgía, con detalle, que las parcelas expropiadas formaban parte del Barrio Independencia, en el cual se observaba la existencia de viviendas construidas, energía eléctrica, columnas de alumbrado público, calles de tierra en buen estado, alcantarillas, siendo ilustrativas las fotografías acompañadas a esa pericia, las que se habían tenido por reconstruidas sin oposición de la parte contraria (fs. 433 y vta.).


Observó, también, que en la pericia propuesta por la demandada se minimizaban los adelantos de urbanización poniendo énfasis en el amanzanado irregular, en los servicios con los que no contaban y en la falta de cumplimiento con las medidas mínimas de los lotes, evidenciándose la falta de credibilidad de lo dictaminado por el experto al contrastarse con lo que se había relevado en el reconocimiento judicial, en el informe del perito de la actora, en las fotografías agregadas y en las respuestas de ambos profesionales brindadas en la audiencia (fs. 433 vta./434).


Así, concluyó que era el propio Estado quien mediante el dictado de la ley había reconocido al particular, ya perjudicados sus bienes, el derecho emergente de la declaración de utilidad pública, destacando que esos asentamientos no eran sólo un disperso y desordenado enclave sino que se había producido una continuidad con la urbanización del entorno, como surgía de la pericia actora, situación que se había configurado, sin dudas, bajo las previsiones de la ley dictada y por la intervención de un organismo de aplicación (fs. 434 vta.).


Si bien advirtió que la mera declaración de utilidad pública y la anotación en el Registro de Propiedad no impedían a los propietarios ejercer actos de administración o de disposición, la situación cambiaba cuando el Fisco expropiante exteriorizaba su voluntad expresa o implícita de concretar la expropiación (fs. 434 vta./435).


Consideró que si bien por un lado la demandada negaba esa circunstancia, por el otro la Municipalidad, por delegación de aquélla, había efectuado claros actos de turbación de la propiedad, lo que hacía procedente la acción impetrada por aplicación del art. 41, inc. c., de la ley 5708 y sin que correspondiera analizar si era el Estado provincial o el municipal el que había realizado esos actos, pues la norma no hacia esa distinción, habiéndose comprobado que este último ente había actuado por delegación de la Provincia. Fundó su decisión en los pronunciamientos dictados por esta Corte en las causas C. 94.361 (sent. de 3-XII-2008) y C. 110.133 (sent. de 3-X-2012).


II. Se agravia la Fiscalía de Estado, denunciando la violación de los arts. 41 y 47 de la ley 5708; 16, 2353, 2354, 2355, 2356, 2359 y 2511 del Código Civil; 17 de la Constitución nacional y 31 de su par provincial. Alega absurdo y arbitrariedad (fs. 442/450).


En su impugnación, luego de transcribir párrafos de la sentencia que ataca, sostiene que la Cámara ha desarrollado un razonamiento reñido con la lógica, pues debió comprobar el acaecimiento del plazo legal otorgado a favor del Estado para hacer abandono de la expropiación y luego adentrarse a escudriñar sobre la existencia o no de actos turbatorios, ya que la situación es comparable a los casos de prescripción (fs. 443 vta./445).


Transcribe el art. 47 de la ley 5.708, destacando que es de aplicación al caso de autos, para señalar que en la tarea interpretativa la hermenéutica de la ley es insoslayable y que el plazo contenido en la norma descripta debe contarse desde la sanción de la ley expropiatoria especial (fs. 445 vta.).


Indica que los legisladores no pueden ignorar el devenir posterior a su intervención que culmina con la sanción, ni tampoco puede entenderse por vía interpretativa que es así, puesto que hace a la propia naturaleza del acto que emite.


Señala que el abandono se había producido al momento de ser interpuesta la demanda de autos dado que así lo indicaba el simple cómputo de los términos legales, endilgando a la Cámara la flagrante inaplicación del mentado art. 47 (fs. 446).


También se agravia de que el fallo haya incurrido en una absurda y errada interpretación del instituto de la posesión, al atribuirle a la Provincia actos que podrían serle endilgados ya que, entiende, no puede sostenerse que la declaración de utilidad pública del inmueble haya sido producto de actos de turbación del Estado ni tampoco de haber tomado posesión de él (fs. 446 vta.).


Afirma que es absurdo el razonamiento seguido por el tribunal de alzada pues no se encontraban cumplidos los requisitos del art. 41 de la ley 5.708 en el momento referido por el fallo al no existir calificación de utilidad pública. Cita precedentes de Cámara en apoyo de su postura (fs. cit.).


Sostiene que cuando existiera calificación de utilidad pública y se hubiese tomado posesión o turbado o restringido los derechos del propietario, quedaría configurada la condición de expropiante y abierta la vía para requerir la pertinente indemnización (fs. 446 vta./447).


Resalta que la facultad de declarar la utilidad publica es exclusiva y discrecional del Poder Legislativo, pero la facultad de concretar la expropiación mediante un acto administrativo corresponde al Poder Ejecutivo, el cual decide la oportunidad y conveniencia de hacerlo (fs. 447 y vta.).


Destaca que con anterioridad a la sanción de la ley 12.359, acaecida el 17 de noviembre de 1999, el bien objeto de autos estaba ocupado por terceros, hecho este que no está controvertido y, por lo tanto, no puede entenderse que el Estado provincial haya otorgado posesión a esos terceros o que ella era detentada a nombre del Fisco, ni que la ley cumplió la finalidad con su dictado, pues de esa manera se soslayan elementales principios que hacen al sistema republicano que rige la Provincia, que tiene la prerrogativa de evaluar la oportunidad y conveniencia de la expropiación (fs. 448).


Apunta que como la posesión es un hecho, no hay duda alguna de la inexistencia de elementos que conduzcan a afirmar que el Estado provincial haya desposeído a los actores, agregando que está reconocida la ocupación del bien por terceros, realidad que tomó en cuenta la ley que declaró la utilidad pública (fs. cit.).


Pone de relieve que no se produjo prueba que acredite la toma de posesión por parte del Estado provincial como tampoco que la Municipalidad hubiera efectuado actos de turbación, actuando por delegación (fs. 448 vta.).


Informa que es la Secretaría de Tierras y Urbanismo provincial el organismo de aplicación de la ley, aseverando que no pueden ser atribuidos a la Provincia los actos que pudiera haber realizado la Municipalidad, que en el caso no tiene facultad expropiatoria (fs. 448 vta./449).


Insiste en que no se ha configurado ninguno de los presupuestos del art. 41 de la ley 5708 y que la mera calificación de utilidad pública de un bien no se traduce en un supuesto equiparable a la desposesión material y, mucho menos, priva a su propietario de las prerrogativas de uso y goce del inmueble emergentes del dominio, ni impone una restricción que obste a su explotación económica (fs. 449 y vta.).


III. El recurso no prospera.


Los agravios de la recurrente se dirigen a atacar el pronunciamiento que desestimó la defensa de abandono de la expropiación y a demostrar que no estaban cumplidos los requisitos del inc. c. del art. 41 de la ley 5708 para tener por expedita la acción de expropiación inversa.


Sin embargo, en su intento revisor no logra evidenciar ni el absurdo ni las violaciones legales que denuncia. Veamos.


1. i. La Cámara, para desestimar el abandono por la configuración de actos de turbación por parte de la Provincia, tuvo en cuenta los elementos obrantes en la causa: el reconocimiento judicial (fs. 250), las pericias tanto de la parte actora como de la demandada (fs. 265/279; 280/282), el expediente administrativo (fs. 34 a 129) y fotografías (fs. 267). En base a ello comprobó la existencia de un enclave urbanístico integrado al entorno de similares características, con viviendas construidas en materiales duraderos, provisto, además, de tendidos de luz eléctrica y de gas y la existencia del trazado de calles de tierra (v. fs. 433/434).


Así, sobre esa realidad, analizó el texto de la ley expropiatoria especial (12.359) encontrando allí reconocida la situación de hecho que presentaba el inmueble de los actores, pues la finalidad de la norma había sido la de otorgar en propiedad las parcelas a los ocupantes para destinarlas a la vivienda familiar, designando al organismo de aplicación para llevar a cabo su objetivo (fs. 434 vta. y 100/102).


Frente a tal base y desarrollos argumentales, los embates traídos por la quejosa no logran conmover el pronunciamiento en crisis.


ii. En su escrito impugnativo, el Fisco omite atacar el fundamento central de la decisión para apontocarse en el vencimiento del plazo de dos años que establece el art. 47 de la ley 5708 y que habilitaba a la Provincia a abandonar su voluntad expropiatoria, desconociendo, entonces, que a criterio de la Cámara, la turbación que se produjo en el inmueble tuvo lugar antes de transcurridos los dos años previstos en el art. 47, discurriendo, entonces, su crítica por un camino diverso del adoptado por el a quo, lo que determina la insuficiencia de su embate.


Esta Corte tiene dicho que resulta insuficiente el recurso extraordinario que omite atacar de modo directo y eficaz las premisas y conclusiones vertidas por la Cámara de Apelación y se dedica a desinterpretar el contenido del fallo, sin formular un embate idóneo sobre los pilares que dan sustento al pronunciamiento, lo que torna ineficaz su intento revisor (conf. art. 279, C.P.C.C.; y causas C. 111.768, sent. de 19-XII-2012; C. 93.439, sent. de 22-V-2013), tal lo que acontece en la especie y sella el resultado adverso de la revisión articulada.


2. i. La Cámara, para admitir la acción de expropiación inversa, encontró que había existido turbación por parte del Estado provincial en el ejercicio del derecho de dominio de los actores sobre el inmueble objeto del reclamo a partir de relevar la situación fáctica del predio por medio de las probanzas realizadas a las que se hizo referencia anteriormente (v. fs. 433/434), y dio al dictado de la norma el cariz de acto turbatorio (fs. 434 in fine y vta.) 


Sobre esa base llegó a la conclusión de que: "... es el propio Estado el que mediante el dictado de la ley ha reconocido al particular, ya perjudicados sus bienes el derecho emergente de la declaración de utilidad pública" (fs. 434, 3er. párr.) y prosigue "Así las cosas, puede considerarse que, en el caso, la desposesión ha quedado configurada por los actos del Estado. Es decir, han existido actos por parte del Estado que han turbado la posesión. En realidad la finalidad de la ley ya quedaba cumplida con su dictado, pues la situación que motivó su intervención fue procurar resolver la situación habitacional de un grupo de personas que ya ocupaba el lugar" (fs. 434 vta.); concluyó: "... se advierte que han existido y se encuentran debidamente acreditados en el sub lite, actos de turbación o restricción al derecho de propiedad del accionante, que hacen procedente la acción impetrada (conf. art. 41 inc. 'C' y 384 C.P.C.C.J." (v. fs. 435), para luego transcribir los párrafos pertinentes de las sentencias recaídas en las causas C. 94.361 (sent. de 3-XII-2008) y C. 110.133 (sent. de 3-X-2012), donde esta Corte estableció el alcance de la norma del art. 41 inc. c. de la ley 5708. 


De ello se advierte que el judicante ha urdido su decisión en base a dos variables que del modo en que fueron presentadas, resultan indisolubles. De un lado, ponderó una serie de actos turbatorios configurados básicamente por acciones tendientes al desarrollo del ejido barrial (tendido de la red eléctricas, alcantarillado); a lo que ha de sumarse el dictado de la norma que para la Cámara ha operado como una confirmación de tales actos turbatorios (ver en particular 3er. párr., fs. 434). La decisión pues, ha sido consagrada merced a ambas circunstancias. 


2.ii. Es tal conjunción, que opera como núcleo de la decisión, la que no ha sido debidamente abordada por el quejoso, cuestión que resulta dirimente para la solución del pleito. 


En su embate, más allá del acierto o error del a quo, el recurrente se desentiende de la idea medular plasmada en la sentencia respecto a que la publicación de la ley, tal como ha sido el devenir de cuestiones fácticas en la especie, resultaría por sí un acto turbatorio. 


Una muestra clara de ello es el planteo vinculado al cómputo del plazo de interposición de demanda (fs. 445), cuestión que no resulta atingente si -reitero, más allá del acierto o error- se parte de la base de que la ley 12.359, cuya finalidad según la Cámara ha quedado cumplida con su dictado, importa un acto que confirma la existencia de actos turbatorios en el uso y goce del propietario. 


En este aspecto tengo para mí que el texto del art. 8 de la ley 5.708 y la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la materia (conf. Fallos: 313:1446; 316:1756), que caracteriza a la desposesión como la pérdida de toda posibilidad de uso y goce del bien sujeto a expropiación, es lo que conduce a descartar una equiparación mecánica con la fecha de declaración de utilidad pública o aquélla en que se establece la interdicción de venta en el respectivo Registro (causa C. 83.282, "Fisco de la Provincia de Buenos Aires", sent. de 8-III-2007) y aún con el momento en que se produce una afectación que proviene de actos imputables a terceros, ajenos al expropiante (mi voto en C. 93.459, "Payton S.C.A.", sent. de 17-IX-2008); observo que en la especie el fundamento esencial de la decisión no ha sido debidamente refutado, pues no se trata de la mera decisión legislativa in abstracto, sino de una norma cuyo dictado -a criterio de la Cámara- queda engarzado con un complejos de hechos previos, en virtud de los cuales se evidencia la existencia de actos desposesorios. Es bajo esta idea que el dictado de la ley cobra el cariz indicado. 


Concretamente, el quejoso no ha controvertido de modo suficiente el argumento del a quo según el cual el dictado de la ley expropiatoria -siempre aplicado al sub lite- importa una perturbación al derecho del propietario, dejando así inalterable esta parcela del decisorio, la que por sí sola es idónea para mantener en pie el fallo. 


2.iii. Lo dicho en el apartado anterior sella la suerte adversa del recurso, no obstante lo cual considero oportuno introducir un señalamiento aclaratorio en relación con el argumento invocado en el recurso en torno a que no fue el Estado provincial sino el municipio quien ejerció los actos posesorios -más allá del dictado de la norma, claro está- sobre el predio. Sostuve en el precedente C. 94.361 ("Cabaña Santa Brígida S.A.C.I. c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Expropiación inversa", sent. de 3-XII-2008) que la extensión subjetiva allí adoptada tuvo lugar porque el Estado expropiante había "delegado" facultades al municipio, cuestión fáctica que a diferencia de aquel precedente, no se observa en el sub lite, pues no se encuentra acreditado que la Municipalidad del Partido de La Matanza haya obrado por delegación de la Provincia. 


Mas reitero, ello no alcanza a sanear la insuficiencia a la que he hecho referencia en el apartado anterior.


3. En cuanto a las violaciones que denuncia a los arts. 2353, 2354, 2355, 2356, 2359 y 2511 del Código Civil, esta Corte tiene dicho que la mera denuncia de normas sin hacer referencia a la aplicación concreta de ellas en el caso, no es idónea para fundamentar el agravio (conf. doct. C. 88.369, sent. de 25-IV-2007; C. 103.230, sent. de 12-VIII-2009), lo que aquí acontece y marca la insuficiencia del embate. 


4. Por último, cabe recordar que la generalizada denuncia acerca de la infracción de preceptos constitucionales resulta inútil a los efectos del recurso de inaplicabilidad de ley cuando ha quedado subordinada a una no probada violación de normas de derecho común (conf. doct. C. 91.768, sent. de 11-III-2013; C.101.503, sent. de 24-IV-2013). 


IV. Por las razones expuestas, corresponde desestimar el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto, con costas a la vencida (arts. 68 y 289, C.P.C.C.). 


Voto por la negativa.


Los señores jueces doctores Genoud y de Lázzari, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Soria, votaron la cuestión planteada también por la negativa.


A la cuestión planteada, el señor juez doctor Pettigiani dijo:


I. Discrepo con el ponente en cuanto sostiene que la idea medular del decisorio en crisis es que la publicación de la ley 12.359 (B.O.P., 24-XII-1999) resultaría por sí un acto turbatorio de los derechos de los propietarios del inmueble declarado de utilidad pública y sujeto a expropiación, ubicado en la localidad de González Catán, partido de La Matanza, designado catastralmente como: circunscripción V, parcelas 603 y 604 e inscripto al dominio en el folio 1670/1957 a nombre de Francisco José Harguinteguy.


Antes, considero que si bien la Cámara confirmó la sentencia de primera instancia en dicha parcela, referida a los presupuestos de la acción de expropiación inversa (art. 41 inc. "c" de la ley 5708), lo hizo en base a diversos fundamentos de los del Juez de origen.


II i. El juez de primera instancia, en su sentencia definitiva, trató en primer término la oposición al progreso de la acción deducida por la accionada, sobre la base de invocar el abandono de la expropiación en los términos del art. 47 de la ley 5708, para luego recién abordar lo atinente a la existencia o no de actos desposesorios, turbatorios o que restringieran los derechos de los propietarios del bien, que permitieran actuar la pretensión expropiatorio inversa incoada por los actores conforme lo establecido en el art. 41 de la referida ley 5708 (fs. 380/393).


Concluyó en el primer aspecto que la acción era tempestiva pues se había deducido dentro de los dos años contados desde los ocho días de que la ley especial 12.359 se públicó, conforme lo dispuesto en el art. 2 del Código Civil [el accionado sostenía que debía computarse el plazo desde la sanción de la norma conforme la interpretación gramatical del art. 47 de la ley 5708].


A continuación, en el estricto marco de los hechos introducidos por las partes como presupuesto de las normas que invocaban como fundamento de su pretensión, esto es, la ocupación del inmueble por terceros y el dictado posterior de la ley que declaraba de utilidad pública y sujeto a expropiación al bien con el objeto mediato de transferir el mismo a título oneroso a sus ocupantes, juzgó que no obstante no haber sido la Provincia de Buenos Aires quien tomó posesión directa [material] de los bienes sujetos a expropiación, el dictado de la norma expropiatoria especial impidió por parte de los propietarios del mencionado inmueble el ejercicio de las respectivas acciones legales tendientes a recuperar la tenencia y/o posesión del mismo, configurándose por parte de la demandada una "desposesión de derecho".


En atención a ello acogió la demanda por expropiación inversa, fijó la indemnización correspondiente y estableció intereses desde que la ley 12.359 entró en vigencia, esto es -conforme su interpretación del art. 47 de la ley expropiatoria provincial 5708-, el 6 de enero de 2000.


Es dable resaltar que los accionantes consintieron la fecha de inicio del curso de los intereses, dejando de lado su pretensión de que lo fueran desde el inicio de la ocupación por los terceros (v. fs. 19 vta., 2º párr., y 413/417).


ii. A su turno, la Cámara, al abordar los agravios del Fisco en aquellos tópicos referidos de un lado a la oposición a la acción por abandono de la expropiación y, del otro, a los actos de turbación o restricción de los derechos de los propietarios que configuran los presupuestos de la pretensión expropiatoria inversa intentada por los accionantes, invirtió el orden de tratamiento.


Sostuvo que el plazo del art. 47 de la ley 5708, cuya naturaleza jurídica no determinó, no admitía interrupción mientras no se hubiere efectivizado ningún hecho expropiatorio, por lo que sólo correspondía tratar el cumplimiento del mismo en caso de no verificarse aquella circunstancia.


Señaló que "... importa destacar que la acción expropiatoria inversa sólo puede ejercerse cuando el Estado, una vez declarado el interés público acerca del bien, ha tomado posesión o ejercido sobre éste actos restrictivos o de turbación del dominio sin instar el procedimiento respectivo" (fs. 431 vta., in fine/432, 1er. párr.; el subrayado me pertenece).


En ese menester, de desbrozar si existían tales actos desposesorios, tomó en consideración circunstancias fácticas que no fueran introducidos por las partes en sus escritos postulatorios como causa petendi de sus pretensiones, ni denunciados oportunamente por éstas como hechos nuevos, como son los aspectos referidos a las características de continuidad urbana del asentamiento, existencia de alumbrado público, etc. (arts. 330 inc. 4, 354 incs. 1 y 2, 363 y 255 inc. 5 "a" del C.P.C.C.).


En suma, si bien reseñó aspectos preexistentes al dictado de la norma, extraídos de los fundamentos dados por el autor del proyecto de ley al solicitar la sanción del mismo, consideró otros posteriores al inicio del presente proceso, tomados de las pruebas realizadas a los fines de la determinación del valor del bien a expropiar, esto es, prueba pericial [años 2005 y 2007] y reconocimiento judicial [año 2006].


Así sostuvo en este último aspecto: "Y a lo largo del tiempo, sin dudas bajo las previsiones de la ley dictada, en cuanto a la actuación de organismos de aplicación de la misma, y sus facultades de coordinación, la zona ha seguido integrándose al conjunto del barrio" (fs. 434 vta., 2do. párr.; el subrayado me pertenece).


"Así las cosas, puede considerarse que, en el caso, la desposesión ha quedado configurada por los actos del Estado. Es decir, han existido actos por parte del Estado que han turbado la posesión. En realidad, la finalidad de la ley ya quedaba cumplida con su dictado, pues la situación que motivó su intervención fue procurar resolver la situación habitacional de un grupo de personas que ya ocupaban el lugar" (fs. 434 vta., 3er. párr.).


"Si bien es cierto que la mera declaración de utilidad pública, ni la anotación en el Registro de la Propiedad, no le impiden a los propietarios ejercer actos de administración o de disposición con respecto al bien de que se trata, la situación cambia cuando el Fisco expropiante exteriorizó su voluntad expresa o implícitamente de concretar la expropiación" (fs. cit., 4º párr.).


"Mientras el Estado provincial alega haber abandonado su intención expropiatoria la Municipalidad correspondiente efectúa actos de clara turbación de la propiedad, actuando por delegación del primero. Las obras de infraestructura e instalaciones precitadas, que requieren la necesaria participación municipal a fin de cumplir con un plan de urbanización y asignación de viviendas que comprendía terrenos de propiedad de particulares sujetos a expropiación, dificultan el accionar de los titulares registrales" (fs. 435, 3er. párr.; el subrayado también me pertenece).


"Consecuentemente, se advierte que han existido y se encuentran debidamente acreditados en el sub lite, actos de turbación o restricción al derecho de propiedad del accionante, que hacen procedente la acción impetrada (conf. art. 41 inc. 'c' [Ley 5.708] y 384 CPCC)" (fs. cit., 4º párr.).


Concluye, en la parcela atinente a los agravios llevados por la Fiscalía de Estado, con la cita de la doctrina que dimana del precedente de esta Corte C. 94.361 "Cabaña Santa Brígida S.A.C.I.", sent. del 3-XII-2008, en la que se sostiene que resulta indiferente a los fines de la aplicación del art. 41 inc. c) de la ley 5708 si los actos de turbación fueron efectuados por la autoridad provincial o municipal, porque no resulta de la ley que medie directa correspondencia entre el expropiante y el autor de la turbación.


iii. Desde esa plataforma cognoscitiva encuentro, a diferencia de lo sostenido por el distinguido colega que abre el acuerdo, que el argumento central de la sentencia subexamen no es que la mera publicación de la ley especial 12.359 resultaba por sí un acto turbatorio, desde que el judicante señaló concretamente, como reseñamos más arriba, que no bastaba con la publicación de la norma especial y su inscripción marginal en relación al bien en el Registro respectivo, sino que se requería la exteriorización de la voluntad -expresa o implícita- del poder administrador de llevar adelante la expropiación, tomando a tal fin como hechos reveladores de tal turbación los emanados de la Municipalidad, que reputó efectuados por delegación de aquél, aplicando para así considerarlos la doctrina legal referida a la indiferencia del autor del acto de turbación (art. 41 inc. "c" de la ley 5708).


Ello así en consonancia con su concepción inicial de que la acción que aquí se intenta sólo puede incoarse por actos realizados por el Estado (toma de posesión o actos restrictivos o de turbación) una vez declarada la utilidad pública (fs. 431 vta. in fine/432). 


La cita legal empleada como fundamento legal del decisorio, art. 41 inc. "c" de la ley 5708, despeja en mi criterio cualquier duda al respecto; no perdamos de vista que el juez de origen había señalado en su sentencia definitiva que el caso traído no configuraba ninguno de los supuestos del art. 41 referido, calificándola como "desposesión de derecho" (v. fs. 384).


No se me escapa que para finalizar también citó la causa C. 110.133, "Sindicato de Obreros y Empleados de la Industria de la Carne de Esteban Echeverría contra Provincia de Buenos Aires sobre expropiación inversa", sent. del 3-X-2012, mas la misma fue efectuada obiter dictum, seguramente por las diferencias existentes entre las normas especiales de aplicación en cada caso, dadas las restricciones en las acciones judiciales que contenía en su art. 12 la ley 12.947 que regía aquella expropiación, a diferencia de la ley 12.359 que nos ocupa, que no las contiene, lo que impide su asimilación. 


Lo expuesto en último término no sin dejar de señalar que al judicante no le está permitido dar soluciones alternativas por principio de eventualidad, motivo por el cual debe estarse a la realizada como argumento central, descartando el brindado colateralmente.


III. i. Acierta el recurrente en cuanto sostiene que en todos los casos deben tratarse en principio las oposiciones a la acción, para luego, en caso de superarse tal valladar, recién adentrarse al tratamiento de las pretensiones introducidas por la parte accionante.


Ello así pues nos situamos en dos planos diferentes y diferenciables: de un lado el pedido de tutela jurisdiccional con sustento en la Constitución nacional (art. 18) y, del otro, en las pretensiones tanto procesales, referida a un determinado tipo de proceso y de sentencia, cuanto materiales o sustanciales referidas a la norma que se pretende actuar como sustento de un interés.


Desde ese mirador y con apego a lo resuelto en la instancia inicial y los agravios que portaba el recurso de apelación que abriera su competencia funcional revisora en dicha parcela, debió la Cámara establecer si era ajustado a derecho el dies a quo del plazo de abandono de la expropiación fijado en el art. 47 de la ley 5708 y no invertir el tratamiento de las cuestiones sometidas a su decisorio.


ii. Es atingente también en cuanto indica error en la determinación del objeto probatorio y en la valoración de la prueba.


En efecto, tal como señala el apelante en autos no es un hecho controvertido que la ocupación del inmueble ha sido efectuada por terceros, resultando pues un hecho no alegado por las partes la actuación u omisión de la Municipalidad de La Matanza, configurándose, por lo demás, la causal caracterizante de la doctrina legal del absurdo en la valoración de la prueba al tener por acreditado que ésta, al realizar los eventuales actos de turbación, hubiera actuado por delegación del Estado provincial (art. 384 del C.P.C.C.).


Lo expuesto demuestra que el presente no es asimilable al precedente citado por la Cámara como fundamento de su sentencia C. 94.361, "Cabaña Santa Brígida S.A.C.I." (sent. del 3-XII-2008), pues la actividad del municipio no fue introducida por las partes como hecho nuevo y mucho menos hubo de acreditarse que actuara por delegación del sujeto expropiante.


En este aspecto, en coincidencia con lo sostenido por el doctor Soria en el señalamiento efectuado en su voto (punto III 2. iii.), considero que la extensión subjetiva que tuvo como corolario la teoría de la indiferencia del autor de los hechos de turbación o restricción de los derechos del propietario, en el marco del art. 41 inc. "c" de la ley 5708, realizada en aquel caso citado en el párrafo anterior, sólo es de aplicación en los supuestos en que se hubiere acreditado tal delegación por parte del sujeto expropiante, lo que como vemos no sucede en la especie.


IV. En virtud de no poder proponer un pronunciamiento revocatorio de la resolución recurrida sin abordar previamente todas las cuestiones que el vencedor hubiera planteado oportunamente al juez de grado, en atención al instituto de la apelación implícita también llamada adhesiva, paso a considerar lo que fue la causa petendi de la pretensión introducida por la accionante en el presente proceso de expropiación inversa.


La misma se basa en que los accionantes fueron desposeídos irregularmente del inmueble, turbándose y restringiéndose tanto por acción como por omisión su derecho de propiedad, toda vez que la ley de expropiación ha declarado la utilidad pública con la finalidad de adjudicar las fracciones a sus actuales ocupantes, quienes ministerio legis, quedan con la naturaleza jurídica de su situación esclarecida.


Dicho en otras palabras, el dictado de la ley 12.359 importó por sí, ante el antecedente de la ocupación efectuada por terceros y su objeto mediato de solucionar la situación así creada, un acto de desposesión.


He tenido oportunidad de señalar con anterioridad, coincidiendo con lo sostenido por el accionado en el recurso en tratamiento, que la desposesión exterioriza la voluntad de afectar las propiedades en razón de causa de utilidad pública o interés general, actuando así de conformidad con lo normado por los arts. 3, 8 y 9 de la ley 5708 (conf. Ac. 74.199, sent. del 24-X-2001).


Es que la manifestación de voluntad expropiatoria estatal debe entenderse compleja: inicialmente es el Poder Legislativo quien debe declarar la utilidad pública o causa de interés general en la expropiación de los bienes que identifique (conf. Ac. 81.916, sent. del 28-V-2003), mas ella sola no basta para tener por operada la misma, sino que se requiere que el poder administrador ejecute dicha comisión, pudiendo abstenerse de ello, abandonándola o desistiéndola. Lo contrario importaría reconocer una obligación a cargo del Poder Ejecutivo provincial para que concrete todas aquellas decisiones expropiatorias que fueran adoptadas por el legislativo (aún las insistidas por efecto de las observaciones que hubieren recaído sobre el pertinente proyecto de ley, arg. arts. 108, 110, 111, Const. prov.), conclusión reñida con los términos de la propia ley marco local vigente en la materia (arg. arts. arts. 5º, 41, 43, 47 y concs., ley 5708).


De esta forma, la mera sanción de la ley expropiatoria, aún con su anotación registral, no permite observar allí un acto de desposesión en los términos de la Ley de Expropiaciones de la Provincia (conf C. 83.282, sent. del 8-III-2007).


Máxime si como en el presente el proyecto de ley no fue enviado a las Cámaras Legislativas por el Poder Ejecutivo, no prevé las partidas presupuestarias pertinentes y no dispone restricciones a las acciones judiciales tendientes al cese de las turbaciones o recupero de la posesión.


V. Por lo hasta aquí expuesto, se acoge el recurso de inaplicabilidad de ley y, en su consecuencia, se revoca la sentencia recurrida en todos sus términos.


Voto por la afirmativa.


Costas en todas las instancias a la parte actora (art. 289, C.P.C.C.)


La señora Jueza doctora Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Soria, votó la cuestión planteada también por la negativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, se rechaza, por mayoría, el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto; con costas a la recurrente vencida (arts. 68 y 289, C.P.C.C.).


Notifíquese y devuélvase.


DANIEL FERNANDO SORIA


LUIS ESTEBAN GENOUD
HILDA KOGAN

       EDUARDO JULIO PETTIGIANI
  EDUARDO NESTOR DE LAZZARI



CARLOS E. CAMPS 



Secretario

